
2) El artículo 14, apartado 1, de la Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2000, 
relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la información, en particular del comercio 
electrónico en el mercado interior (Directiva sobre el comercio electrónico), debe interpretarse en el sentido de que la 
actividad del operador de una plataforma de intercambio de vídeos o de una plataforma de alojamiento y de intercambio 
de archivos está incluida en el ámbito de aplicación de esta disposición siempre que dicho operador no desempeñe un 
papel activo que pueda conferirle un conocimiento y un control de los contenidos subidos a su plataforma.

El artículo 14, apartado 1, letra a), de la Directiva 2000/31 debe interpretarse en el sentido de que, para que tal operador 
quede excluido, en virtud de esta disposición, de la exención de responsabilidad prevista en dicho artículo 14, 
apartado 1, debe tener conocimiento de los actos ilícitos concretos de sus usuarios referentes a contenidos protegidos 
que han sido subidos a su plataforma.

3) El artículo 8, apartado 3, de la Directiva 2001/29 debe interpretarse en el sentido de que no se opone a que, en virtud del 
Derecho nacional, el titular de los derechos de autor o de los derechos afines a los derechos de autor solo pueda obtener 
medidas cautelares contra el intermediario cuyo servicio haya sido utilizado por un tercero para vulnerar sus derechos, 
sin que tal intermediario haya tenido conocimiento de ello, con arreglo al artículo 14, apartado 1, letra a), de la Directiva 
2000/31, cuando, antes del inicio del procedimiento judicial, esa vulneración haya sido previamente notificada a dicho 
intermediario sin que este haya intervenido con prontitud para retirar el contenido en cuestión o para bloquear el acceso 
a dicho contenido y para velar por que tales vulneraciones no se reproduzcan. Sin embargo, corresponde a los órganos 
jurisdiccionales nacionales asegurarse de que, en su aplicación, este requisito no lleva a que la cesación efectiva de la 
vulneración se retrase de tal modo que provoque daños desproporcionados a ese titular.

(1) DO C 82 de 4.3.2019.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 22 de junio de 2021 (petición de decisión prejudicial 
planteada por la Satversmes tiesa — Letonia) — Procedimiento incoado por B

(Asunto C-439/19) (1)

[Procedimiento prejudicial — Protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales — Reglamento (UE) 2016/679 — Artículos 5, 6 y 10 — Normativa nacional que permite el 

acceso del público a datos personales sobre puntos impuestos por infracciones de tráfico — Licitud — 
Concepto de «datos personales relativos a condenas e infracciones penales» — Comunicación para mejorar 
la seguridad vial — Acceso del público a documentos oficiales — Libertad de información — Conciliación 
con los derechos fundamentales al respeto de la vida privada y a la protección de los datos personales — 
Reutilización de los datos — Artículo 267 TFUE — Efectos temporales de una resolución prejudicial — 
Posibilidad de que el tribunal constitucional de un Estado miembro mantenga los efectos jurídicos de una 
normativa nacional que no es compatible con el Derecho de la Unión — Principios de primacía del Derecho 

de la Unión y de seguridad jurídica]

(2021/C 320/03)

Lengua de procedimiento: letón

Órgano jurisdiccional remitente

Satversmes tiesa

Partes en el procedimiento principal

Demandante: B

con intervención de: Latvijas Republikas Saeima

9.8.2021 ES Diario Oficial de la Unión Europea C 320/3



Fallo

1) El artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos), debe interpretarse en el 
sentido de que se aplica al tratamiento de datos personales relativos a puntos impuestos a conductores por infracciones 
de tráfico.

2) Las disposiciones del Reglamento 2016/679, en particular sus artículos 5, apartado 1, 6, apartado 1, letra e), y 10, deben 
interpretarse en el sentido de que se oponen a una normativa nacional que obliga al organismo público encargado del 
registro en el que se inscriben los puntos impuestos a conductores por infracciones de tráfico a establecer que dichos 
datos sean accesibles al público sin que la persona que solicite ese acceso tenga que justificar un interés específico en 
obtenerlos.

3) Las disposiciones del Reglamento 2016/679, en particular sus artículos 5, apartado 1, 6, apartado 1, letra e), y 10, deben 
interpretarse en el sentido de que se oponen a una normativa nacional que autoriza al organismo público encargado del 
registro en el que se inscriben los puntos impuestos por infracciones de tráfico a los conductores a comunicar dichos 
datos a operadores económicos a efectos de su reutilización.

4) El principio de primacía del Derecho de la Unión debe interpretarse en el sentido de que se opone a que el tribunal 
constitucional de un Estado miembro que conoce de un recurso interpuesto contra una normativa nacional que, a la luz 
de una resolución del Tribunal de Justicia dictada tras la remisión prejudicial correspondiente, resulta ser incompatible 
con el Derecho de la Unión decida, con arreglo al principio de seguridad jurídica, que se mantienen los efectos jurídicos 
de dicha normativa hasta la fecha en que ese tribunal constitucional dicte una sentencia que resuelva definitivamente 
sobre tal recurso de inconstitucionalidad.

(1) DO C 280 de 19.8.2019.
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